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LEY

Para crear la //Ley para un Retiro Dignow/ a los fines de establecer y uniformar una política

pública enérgica y vigorosa de cero recortes a las pensiones de los(as) participantes
de los sistemas de retiro y las personas jubiladas del servicio público de Puerto
Rico; crear el andamiaje jurídico necesario para el eventual establecimiento de un

Fideicomiso para la Administración Conjunta de los Sistemas de Retiro que

asegure el pago de pensiones de servidores(as) públicos(as); disponer la política
pública que guiará las conversaciones y representaciones del Gobierno del Estado
Libre Asociado de Puerto Rico/ sus municipios/ instmmentalidades y agentes en

cualquier proceso de reestructuración/ ajuste/ mediación o negociación de las

acreencias contra los sistemas de retiro/ sus participantes y pensionados (as);

proponer un modelo para la constitución y el trato de diferentes clases de

acreedores(as) en un Plan de Ajuste de Deuda que se conforme a esta política

pública; enmendar los Artículos 2/3/5 y 9 de la Ley 2-2017, según enmendada/
conocida como //Ley de la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de

Puerto Rico/// enmendar el Artículo 1-104 y añadir un nuevo Artículo 1-111 a la

Ley Núm. 447 de 15 de mayo de 1951, según enmendada/ conocida como Sistema

de Retiro de los Empleados del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto
Rico/// enmendar el Artículo 1.1 y añadir un nuevo Artículo 2.6 a la Ley 160-2013/

según enmendada/ conocida como //Ley del Sistema de Retiro para Maestros del

Estado Libre Asociado de Puerto Rico y añadir un nuevo Artículo 1"A y
enmendar el Artículo 2 de la Ley Núm. 12 de 19 de octubre de 1954, según
enmendada/ conocida como //Ley de Retiro de la Judicatura/// para atemperarías a

la política pública establecida en esta Ley; enmendar los Artículos 1 A y 1.7 de la
Ley 106-2017/ según enmendada/ conocida como Ley para Garantizar el Pago a

Nuestros Pensionados y Establecer un Nuevo Plan de Aportaciones Definidas

para los Servidores Públicos//; erunendar el Artículo 2 de la Ley Núm. 104 de 29 de
junio de 1955, según enmendada/ conocida como Ley de Reclamaciones y

Demandas contra el Estado/// para crear una herramienta judicial para el

cumplimiento de esta política pública; y para otros fines relacionados.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

//La dignidad del ser htimano es inviolable". Así reza la Primera Sección de nuestra

Carta de Derechos. Desde el momento en que se constituye un gobierno por el

consentimiento de los(as) gobernados(as)/ la presunción universal es que dicho gobierno
se constituye para servicio y beneficio del pueblo que lo ordena. Un gobierno
constitucional/ por ende/ debe estar revestido de la más alta y pura confianza del público



que representa y debe entender su responsabilidad de laborar en pro de las aspiraciones

que el pueblo ha declarado en su constitución.

La Ley de Supervisión/ Administración y Estabilidad Económica de Puerto Rico//
(PROMESA/ por sus siglas en inglés)/ promulgada por el Gobierno Federal de los Estados
Unidos en verano de 2016, creó un gobierno paralelo al gobierno constitucional de Puerto

Rico diseñado para subvertir el criterio democrático de los(as) puertorriqueños (as) en
torno a nuestras prioridades presupuestarias/ necesidades básicas y servicios públicos

esenciales. A ese gobierno paralelo se le bautizó oficialmente como Junta de Supervisión

y Administración Financiera para Puerto Rico (en adelante/ JSAF).

La JSAF/ no tiene la capacidad de gobernar con empatía ni amor por el pueblo a
quien gobierna y menos cuando sus gobernantes viven una realidad tan distante de la

que vive el pueblo. Ignora/ por ejemplo/ la historia que les precedió y la larga trayectoria
de pérdidas y sacrificios a los que estuvo sujeto ese pueblo para intentar evitar la caída
que llevó a la creación de una ley como PROMESA.

Solo así se explica la propuesta inicial de la JSAF/ el 27 de septiembre de 2019, con
la aprobación de un Plan de Ajuste/ revisado el 28 de febrero de 2020 y el 9 de marzo de
2021, para reestructurar forzosamente las deudas del Gobierno de Puerto Rico al amparo

del Título III de PROMESA/ que contempla mayores sacrificios para cientos de miles de

servidores(as) públicos(as)/ casi la mitad de ellos(as) ya jubilados(as) tras una vida de
entrega en el servicio público a su país y condena a Puerto Rico a décadas adicionales de

deudas insostenibles que/ por admisión propia/ saben que producirá otro evento de

insolvencia en el corto plazo.

EL PLAN DE AJUSTE EN CONTEXTO

El Título III de PROMBSA provee el primer mecanismo disponible al Gobierno de

Puerto Rico para la reestructuración judicial de las deudas de sus instrumentalidades por

razón de insolvencia desde que dicha facultad le fue privada en 1984, tras la exclusión de
Puerto Rico del Capítulo 9 del Código de Quiebras de EEUU. Ese mismo capítulo de
PROMESA crea para Puerto Rico unos procedimientos experimentales/ a diferencia del

Capítulo 9 del Código de Quiebras/ en el que solamente las ciudades e
instrumentalidades de algún estado podrían acogerse a quiebras/ Puerto Rico se

convertiría en el primer gobierno estatal en reestructurar su deuda pública.

Sin embargo/ PROMESA le quita al gobierno constitucional de Puerto Rico la
facultad de representar los intereses del pueblo de Puerto Rico ante el Tribunal Federal
que supervisa el proceso de reestructuración de deuda bajo el Título III. Por el contrario/

PROMESA delega esta facultad exclusivamente a la JSAF/ una entidad expresamente
exenta de mecanismos de rendición de cuentas a lo largo de su ley orgánica. También/ se



le confieren poderes de veto y supervisión en la renegociadón de deuda bajo el Título VI
de PROMESA/ para la modificación voluntaria de bonos.

El resultado de esa estrategia ha sido la aprobación de dos reestruchiraciones de

deuda en tres años y medio de existencia de la JSAF/ sin antes explorar argumentos que

promuevan la descarga/ anulación/ nulidad o cancelación de al menos partes de esas

deudas/ tal y como actualmente hacen con algunas emisiones de bonos de obligación

general y de la Administración de Sistemas de Retiro. Peor aún/ las reestructuraciones se

han autorizado bajo términos que parecerían imponer un servicio de deuda insostenible/

arriesgar la capacidad del gobierno constitucional de Puerto Rico para garantizar el pago
de las pensiones gubernamentales y los servicios esenciales para el pueblo de Puerto Rico/

aumentar el costo de tarifas y servicios de electricidad/ y retrasar el regreso de Puerto

Rico al mercado de bonos.

El primero de estos acuerdos/ aprobado el 8 de noviembre de 2018, consistió en la

reestructuración de cerca de $4/000 millones en reclamaciones de los(as) bonistas del

Banco Gubernamental de Fomento (BGF)/ lo que representaría una obligación de repago

de $2/487.8 millones en efectivo y $2/530.9 millones en pagos en especie hasta el 2040. El
acuerdo/ negociado en virhid de las disposiciones de modificación voluntaria de bonos

bajo el Título VI de PROMESA/ garantiza a los(as) bañistas una recuperación promedio
de 55 centavos por cada dólar de valor original de sus bonos/ lo que representa un recorte

sigrdíicativo para aquellos(as) acreedores(as) que adquirieron esa deuda al momento de
emitirse/ como es el caso de las cooperativas de ahorro y crédito. Sin embargo/ para las

compañías de fondos de coberhira que adquirieron sus acreencias durante los últimos

años antes del acuerdo/ algunas de ellas hasta a 12 centavos por cada dólar/ el acuerdo

del BGF representa una ganancia sigmficativa a ser sufragada por el pueblo de Puerto
Rico. Más aún/ con la aprobación del acuerdo/ las partes negociadoras/ que incluyeron a

funcionar ios (as) y exfuncionarios(as) del BGF/ accedieron a relevarse muhiamente de

cualquier reclamación pasada/ presente o futura relacionada a la reestructuración/

incluyendo cualquier cuestionamiento a la legalidad de esas transacciones.

Por su parte/ el 4 de febrero de 2019, se gestó la aprobación del Plan de Ajuste de
la Deuda de la Corporación del Fondo de Interés Apremiante (COFINA)/ que propuso la
reestructuración de $17/580 millones en reclamaciones de bañistas de la entidad mediante

términos que obligan al pueblo de Puerto Rico a pagar sobre $32/300 millones por los
próximos 40 años. Las emisiones de bonos de COFINA adolecen de las mismas

irregularidades que varias de las emisiones de bonos de obligación general que la propia
JSAF impugnó mediante moción presentada en el proceso judicial bajo el Título III de
PROMESA el 14 de enero de 2019; las emisiones fueron reportadas como recaudas para
fines de la aprobación de un presupuesto balanceado y las emisiones de COFINA/ como

las de la Autoridad de Edificios Públicos/ fueron hechas por una entidad creada por/

dependiente de y para beneficio del gobierno central. Sin embargo/ la JSAF optó por no
promover la cancelación de estas transacciones y en cambio/ negoció un acuerdo que


